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Con gran beneplácito en este número damos a 

conocer algunas de las ponencias expuestas 

en el SEMINARIO ESTRATEGIAS PARA 

MEJORAR LA REVISIÓN DE LOS ACTOS 

DICTADOS POR LA ADMINISTRACIÓN 

TRIBUTARIA, celebrado en la Ciudad de 

Montevideo, Uruguay del 29 de junio al 2 de 

julio de 2009. 

 

Este evento, como ya se publicitó en la 

página web de esta Asociación  fue 

organizado por el Programa Regional de 

Cooperación de la Unión Europea para la 

Cohesión Social en América Latina, 

Eurosocial, el Instituto de Estudios Fiscales, 

el Tribunal Económico-Administrativo 

Central de España del Ministerio de 

Economía y Hacienda y la Agencia Española 

de Cooperación para el Desarrollo.  

 

Así se reunieron en Montevideo juristas de 

los países que conforman otras 

organizaciones europeas  y latinoamericanas  

cuyos fines son próximos a los de nuestra 

propia Asociación Iberoamericana. Fue 

promotora distinguida de tal acontecimiento 

la Dra. Soledad Fernández Doctor, Presidenta 

del Tribunal Económico Administrativo 

Central de España, este último miembro de 

nuestra Asociación.  

 

La temática del Seminario se abordó en cinco 

bloques enfocados al análisis de los modelos 

nacionales de los órganos de revisión de los 

actos administrativos, derechos y garantías 

del contribuyente, relaciones con órganos 

administrativos que dictan los actos de 

mérito, la revisión como instrumento de 

cohesión social, así como problemas comunes 
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y nuevas tecnologías u otras propuestas para 

la  mejora de la función revisora.    

 

En este tenor, se incluyen los trabajos que 

fueron puestos a nuestra disposición para 

formar parte de este Boletín.  

 

En primer lugar se incluye el trabajo 

elaborado por la Dra. María Teresa Briceño 

de Valencia en el que se analiza de forma 

concisa la organización, funcionamiento, 

facultades y obligaciones de la Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales, así como el 

procedimiento tributario, en su país 

Colombia. 

 

En segundo lugar, damos a conocer el trabajo 

elaborado de Doña María de Rus Ramos 

Puig, en el cual la jurista analiza el tema de 

los derechos y obligaciones que tienen los 

particulares frente a la Administración 

Tributaria de España. 

 

Para concluir, presentamos el breve relato de 

su participación en el Seminario del 

Magistrado Luis Carvallo Balvanera, 

miembro de la Junta de Gobierno y 

Administración del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa. En este  se   

esbozan algunos aspectos del proyecto del 

juicio en línea que constituye una innovación 

tecnológica dentro del procedimiento 

contencioso administrativo mexicano 

incorporado a la ley que lo regula por 

reformas publicadas en el Diario Oficial de la 

Federación el 12 de junio del año en curso,                  

así como los comentarios que su participación 

suscitó.  

 

Esperamos que este Boletín constituya un 

acervo de reflexiones importantes para los 

Tribunales que en materia administrativa y 

fiscal afrontan retos propios de su naturaleza 

jurisdiccional y de la vida actual de las 

naciones en las que ya han cobrado prestigio 

y naturalización.  
 

Atte. 

 

Mag. Olga Hernández Espíndola 

Secretaría Ejecutiva 
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Dra. Martha Teresa Briceño de Valencia
1
  

 

Introducción 

 

La obligación tributaria sustancial o 

material tiene por objeto el pago del 

tributo. Para que se haga efectiva se 

necesita de la actividad del Estado con el 

fin de determinar con certeza el monto de 

la misma y que ésta sea satisfecha. 

 

Esta actividad del Estado —que hace 

referencia no a la constitución de la 

obligación, sino a su declaración— se 

concreta en establecer una serie de 

deberes y derechos, que permiten definir 

la realización, en cabeza de un sujeto, de 

los presupuestos previstos en la ley como 

generadores del tributo, así como su 

cuantía. 

 

Le entidad que en Colombia se encarga 

de la verificación del cumplimiento del 

deber constitucional que los ciudadanos 

tienen de contribuir al financiamiento de 

los gastos e inversiones del Estado, dentro 

de conceptos de justicia y equidad, es la 

Dirección de Impuestos y Aduanas 

Nacionales - DIAN. 
 

1. Dirección de Impuestos y Aduanas 

Nacionales – DIAN 

 

1.1. Antecedente Histórico y objeto 

de la entidad. 

 

Desde 1992 se fusionaron la Unidad 

Administrativa Especial (UAE) –  

                                                 
1
 Presidente de la Sección de Asuntos Tributarios 

y Económicos del Consejo de Estado de 

Colombia. 

 

Dirección de Impuestos Nacionales y la 

UAE – Dirección de Aduanas Nacionales, 

para dar origen a la Unidad 

Administrativa Especial Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales, adscrita 

al Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público, que cuenta con su propio 

régimen de personal, administrativo y 

presupuestal. 

 

El objetivo primordial de la entidad es el 

de coadyuvar a garantizar  la seguridad 

fiscal del Estado colombiano y la 

protección del orden público económico y 

social, mediante la administración y 

control al debido cumplimiento de las 

obligaciones tributarias, aduaneras y 

cambiarias. 

La Unidad Administrativa Especial 

DIAN, se encarga de, recaudar, 

determinar y administrar los impuestos de 

orden nacional, como son el de renta y 

complementarios, timbre nacional, 

impuesto sobre las ventas, derechos de 

aduana, y los demás cuya competencia no 

corresponda a otras entidades del Estado. 

Igualmente tiene como función la 

dirección y administración de la gestión 

aduanera, actividad que abarca la 

aprehensión, decomiso o declaración en 

abandono a favor de la Nación de 

mercancías y su administración y 

disposición. 

El concepto de administración de 

impuestos incluye la recaudación, 

fiscalización, liquidación, discusión, 

cobro, devolución y todo lo relacionado 

con el cumplimiento de las obligaciones 

tributarias y aduaneras. 
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1.2 Organización 

 

Recientemente la entidad se reestructuró 

para dar aplicación y adaptabilidad a su 

modelo de gestión denominado por sus 

siglas MUISCA (Modelo Único de 

Ingresos, Servicio y Control 

Automatizado), lo cual significa: 

 

Modelo: Representa la nueva forma de 

gestionar. Único: Integra la gente, las 

áreas, los conceptos, los datos y la 

gestión. Ingresos: Responde por el 

recaudo. Servicio: Facilita el 

cumplimiento de los deberes y el ejercicio 

de los derechos. Control: Mide, previene 

y ajusta el comportamiento y la gestión. 

Automatizado: Aprovecha la tecnología 

para potenciar la gestión. 

 

El modelo de gestión MUISCA se basa en 

tres principios estratégicos: la 

integralidad, la unidad y la viabilidad y 

trascendencia, y apunta a propender la 

apropiación de mejores prácticas en todos 

los niveles de la organización. El balance 

a la fecha de la implementación de este 

modelo es que se han generado logros que 

apuntan a un mejoramiento del recaudo, 

de la gestión y al posicionamiento de la 

DIAN, tanto en el corto como en el largo 

plazo.  

 

Con fundamento en los principios que 

rigen el MUISCA, la nueva estructura de 

la DIAN es la siguiente
2
:  

 

Dirección General: Oficina de control 

interno. Oficina de comunicaciones 

Dirección de gestión de recursos y 

administración económica 

 

 

                                                 
2
 Cuadro adjunto y en www.dian.gov.co 

 

 

Subdirección de gestión de: control 

disciplinario interno; personal; recursos 

físicos ; recursos financieros.  

Dirección de gestión organizacional 
Subdirección de gestión de: procesos y 

competencias laborales; análisis 

operacional; tecnología de información y 

telecomunicaciones  

Dirección de gestión jurídica  

Subdirección de gestión normativa y 

doctrina; recursos jurídicos; 

representación externa 

Dirección de gestión de ingresos  
Subdirección de gestión de recaudo y 

cobranzas; asistencia al cliente  

Dirección de gestión de aduanas  

Subdirección de gestión de comercio 

exterior; técnica aduanera; registro 

aduanero  

Dirección de gestión de fiscalización 

Subdirección de gestión de fiscalización 

tributaria; aduanera; control cambiario; 

fiscalización internacional  

Dirección de gestión de policía fiscal y 

aduanera  

Subdirección de gestión operativa 

policial; inteligencia policial  

Órganos asesores y de coordinación de 

la dirección general  
Comisión nacional mixta de gestión 

tributaria y aduanera; Comité de 

coordinación estratégica; Comité 

programa de promoción e incentivos ; 

Comité de coordinación del sistema de 

control interno ; Comisión de 

personal; Comisión del sistema específico 

de carrera  

Órgano especial: Defensor del 

contribuyente y del usuario aduanero 
 

La anterior estructura responde a un 

criterio funcional acorde con los procesos 

que la entidad adelanta, de los cuales se 

deben destacar para el tema objeto de 

estudio, el de Asistencia al Cliente, 

Fiscalización y Liquidación y Gestión 
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Jurídica, y para ello se establecieron las 

Direcciones que desarrollan dichos 

procesos y que se pueden identificar en el 

organigrama de la DIAN
3
.  

 

La entidad cuenta con un Código de 

Buen Gobierno que es la expresión 

voluntaria y participativa de 

autorregulación y compromiso de todos 

sus empleados públicos, empeñados en 

realizar una gestión íntegra, eficiente y 

transparente, que fortalezca la 

credibilidad y la confianza de la 

ciudadanía en la institución. El 

mencionado Código se estructura en dos 

partes: (i)  el Código de Ética que hace 

referencia a los valores
4
 y las pautas 

éticas
5
 que deben seguir los empleados de 

la DIAN y (ii) el conjunto de políticas o 

directrices que reflejan un estilo de 

gerencia corporativo. 
 

1.3 Procesos que adelanta la DIAN 

 

Para facilitar la administración, 

seguimiento y control de su modelo de 

operación – MUISCA, antes explicado, la 

DIAN clasifica los procesos en 

estratégicos, misionales, de apoyo y de 

evaluación y control. Para el caso que nos 

ocupa, como es la vía gubernativa de los 

procesos tributarios y aduaneros, se deben 

resaltar los procesos misionales, que son 

aquellos con los cuales la entidad cumple 

con su objeto y razón de ser como 

institución del Estado y donde se 

encuentran los Procesos de Fiscalización 

y Liquidación, el de Gestión Masiva y el 

de Gestión Jurídica. 

 

                                                 
3
 www.dian.gov.co 

4
 Respeto, honestidad, responsabilidad y 

compromiso. 
5
 Manejo de recursos públicos, relaciones internas 

y comunicación, quehacer laboral, 

comportamiento como servidores públicos, 

relaciones con la ciudadanía, bienestar y ecología. 

Cada proceso esta caracterizado a nivel 

general y descrito a nivel de 

procedimientos en formatos 

estandarizados, que se encuentran en la 

página de Internet de la DIAN. La 

descripción de cada procedimiento 

incluye entre otra información, su 

pertenencia a un proceso y a un 

subproceso.  
 

1.3.1. Proceso de Fiscalización y 

Liquidación: 

 

Se divide en subprocesos y 

procedimientos, así: 

 

Subproceso Procedimientos 

Aprehensión, 

reconocimiento y 

avalúo de 

mercancías 

- Aprehensión de 

mercancías o 

decomiso directo 

Definición de 

situación jurídica 

de mercancías 

- Sustanciación y 

decisión de fondo 

- Sustanciación de 

automotores 

Determinación del 

impuesto, 

gravámenes y 

liquidaciones 

oficiales 

- Sustanciación 

Fiscalización para 

Determinación de 

Impuestos 

- Decisión de Fondo 

Fiscalización para 

Determinación de 

Impuestos 

- Decisión de Fondo 

Liquidación 

Tributaria - 

Revisión y Aforo 

Intercambio de 

Información 

Aduanera 

- Revisión de actos 

de fiscalización y 

liquidación 

- Sustanciación para 

proponer 

liquidaciones 
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Oficiales Aduaneras 

- Decisión de Fondo 

para liquidaciones 

Oficiales Aduanera 

 

Determinación e 

imposición de 

sanciones 

- Decisión de Fondo 

para Imposición de 

Sanciones 

Tributarias 

- Decisión de Fondo 

para Determinación 

de Sanciones 

Tributarias 

- Sustanciación para 

Determinación de - 

Sanciones 

Tributarias 

- Incumplimiento de 

Obligaciones y 

Efectividad de 

Garantías 

Aduaneras 

- Sustanciación para 

Proponer 

Imposición de 

Sanciones 

Aduaneras 

- Decisión de Fondo 

para Imposición de 

Sanciones 

Aduaneras 

- Control de 

Operaciones de 

Cambios 

- Control a 

profesionales de 

compra y venta de 

divisas 

- Decisión de fondo 

para imposición de 

sanciones 

cambiarias 

- Investigación de 

Operaciones - 

Económicas 

internacionales y de 

Inversión extranjera 

 

Operaciones de 

lavado de activos 

- Prevención y 

Control de lavado 

de Activos 

- Suministro de 

información a 

entidades del estado 

en materia de 

lavado de activos 

 

Apoyo y soporte 

operacional 

- Investigación 

criminal 

- Apoyo y Soporte a 

las Acciones de 

Fiscalización 

Tributaria, 

Aduanera y 

Cambiaria 

- Inteligencia 

Policial 

 

 

 

1.3.2. Proceso de Gestión Masiva:  

 

Subproceso Procedimientos 

Control a 

obligaciones 

formales 

- Corrección de 

Inconsistencias 

- Recepción 

Presencial de 

Información 

Exógena 

- Emisión y 

Renovación de 

Mecanismo Digital 

- Revocación de 

Mecanismo Digital 

- Actualización del 

Registro Único 

Tributario 

- Decisión a 

Solicitudes 

Especiales y 

Situaciones Internas 

- Autorización de 

BOLETÍN A.I.T 

 

6 



Facturación 

- Registro de Libros 

de Contabilidad 

- Administración de 

los servicios 

informáticos 

electrónicos 

- Administración del 

Registro Único 

Tributario (RUT) 

 

 

1.3.3. Proceso de Gestión Jurídica: 

 

Subprocesos Procedimientos 

Vía Gubernativa - Análisis y Fallo de 

Recursos Nivel 

Central 

- Análisis y Fallo de 

Recursos y Otras 

Solicitudes 

Seccional 

- Secretaría de 

Recursos Jurídicos 

Normativa y 

Doctrina 

- Compilación y 

Administración 

Normativa, 

Jurisprudencia,  

Doctrinaria y en 

Materia de 

Convenios 

Internacionales 

- Respuesta de 

Consultas de 

acuerdo a la 

Normativa, 

Jurisprudencia y 

Doctrina Existente 

- Apoyo y Control a 

la Gestión Jurídica 

- Respuesta de 

Consultas y 

Comentarios a 

Proyectos de 

Normativa y/o 

Convenios y 

negociación de los 

mismos 

 

Representación 

Externa 

-Intervención en los 

procesos judiciales 

y administrativos 

- Conductas 

Punibles en Materia 

Tributaria, 

Aduanera y 

Cambiaria y otras 

Conductas Punibles 

-Intervención de la 

Administración en 

los Procesos 

Especiales de Cobro 

 

 

La interrelación de los anteriores procesos 

en el mapa general del sistema de gestión 

y calidad y control interno MUISCA, se 

puede apreciar en el siguiente cuadro: 

 

2. Procedimiento Tributario y 

Aduanero ante la DIAN 

2.1. Aspectos Generales – Derechos y 

deberes de los contribuyentes. 

El conjunto de acciones que realizan tanto 

el contribuyente como la Administración 

de impuestos para la determinación, 

discusión y recaudación de los impuestos 

constituye el procedimiento tributario. 

El proceso de determinación y discusión 

de los impuestos surge básicamente del 

cumplimiento por parte del contribuyente 

de una serie de obligaciones, como son: 

a) Inscripción - RUT. De los sujetos 

pasivos en censos o registros que maneja 

la administración tributaria, v. gr. en el 

Registro Único Tributario;  
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b) Presentación de declaraciones 

tributarias y de escritos. Con las 

formalidades establecidas en la ley y 

dentro de los plazos fijados previamente; 

manual o electrónicamente según 

resolución DIAN. Los escritos que 

requieran presentación personal (recursos, 

respuestas a requerimientos, pliego de 

cargos, devolución, derechos de petición) 

se entiende cumplida con la presentación 

electrónica y firma digital. 

 

c) Suministro de información. Por parte 

de contribuyentes o no contribuyentes, en 

respuesta a un mandato general o por 

solicitud específica y particular de las 

autoridades fiscales; 

 

d) Conservar pruebas. Lo que implica la 

obligación de llevar contabilidad en 

debida forma, la obligación de facturar, y 

mantener documentos a disposición de la 

administración, y 

 

e) Recaudo y pago del tributo. 

Relacionadas con los deberes de las 

entidades autorizadas para recaudar, de 

los agentes de retención o de los 

contribuyentes para la extinción de la 

obligación. 

Frente a los anteriores deberes existen 

correlativamente para los administrados, 

una serie de derechos que deben ser 

respetados por la Administración 

Tributaria y que se concretan en: 

-Obtener información y orientación 

acerca de los requisitos jurídicos o 

técnicos que las disposiciones vigentes 

impongan a las peticiones, actuaciones, 

solicitudes o quejas que se propongan 

realizar así como a llevarlas a cabo. 
 

-Conocer, en cualquier momento, el 

estado de la tramitación de los 

procedimientos en los que tengan la 

condición de interesados y obtener 

copias, a su costa, de documentos 

contenidos en ellos. 

 

-Abstenerse de presentar documentos 

no exigidos por las normas legales 

aplicables a los procedimientos de que 

trate la gestión. 

 

-Al acceso a los registros y archivos de 

la administración pública en los términos 

previstos por la Constitución y las leyes. 

 

-Ser tratadas con respeto por las 

autoridades y servidores públicos, los 

cuales deben facilitarles el ejercicio de 

sus derechos y el cumplimiento de sus 

obligaciones. 

 

- Exigir el cumplimiento de las 

responsabilidades de la administración 

pública y del personal a su servicio, 

cuando así corresponda legalmente 

 

- A cualquier otro que le reconozca la 

Constitución y las leyes. 

 

2.2. Facultades de Fiscalización de la 

DIAN 

La DIAN para el cumplimiento de sus 

funciones legales ha sido dotada de 

amplias facultades de fiscalización y de 

investigación, que le permiten determinar 

los obligados a declarar, la suma o monto 

del impuesto y retenciones a su cargo, así 

como lo relacionado con las 

importaciones y exportaciones, entre 

otros. 

Como consecuencia de lo anterior, la ley 

faculta a la Administración de Impuestos 

para verificar la exactitud de las 

declaraciones u otros informes que 

considere necesarios, establecer la 

ocurrencia de hechos generadores de 

obligaciones tributarias no declaradas, 
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solicitar la exhibición y examen parcial de 

los libros de contabilidad y documentos 

soportes (facturas, contratos etc.), realizar 

actividades tendientes a prevenir y 

controlar el lavado de activos y solicitar 

apoyo de investigación criminal y de la 

inteligencia de la policía. 

De manera conjunta las autoridades 

tributarias nacionales y las municipales y 

distritales pueden adelantar programas de 

fiscalización y las pruebas allí obtenidas 

podrán ser trasladadas sin requisitos 

adicionales. 

Son aplicables en las investigaciones 

tributarias, la normatividad del Código de 

Procedimiento Penal y el Código 

Nacional de Policía 

2.2.1. Programas de Fiscalización  

La DIAN, con fundamento en las 

facultades antes precisadas, ha 

implementado diferentes mecanismos de 

fiscalización que se orientan a obtener 

información que permita establecer el 

incumplimiento de obligaciones 

tributarias formales y sustanciales. Tales 

programas son: 

a. Programas de Control: Buscan 

verificar las obligaciones formales 

tales como la facturación y la 

inscripción en el RUT 

b. Programas de Gestión: Se 

adelantan con fundamento en los 

datos obtenidos de los cruces de 

información para revisar las cifras 

declaradas y el incumplimiento.  

c. Programas de Fondo: Se ejecutan 

de manera comparativa entre las 

declaraciones presentadas en años 

anteriores.  

d. Programa de Omisos: Permiten 

determinar quiénes han dejado de 

declarar.  

De lo anterior se advierte, que la DIAN 

cuenta como parte fundamental de su 

actividad fiscalizadora, con la 

información que obtiene masivamente de 

personas naturales, jurídicas y asimiladas, 

uniones temporales y consorcios, además 

de la que puede exigir individualmente de 

personas naturales, contribuyentes, 

responsables etc.  

Dentro de tales sistemas de información 

de los cuales se nutre la DIAN para 

adelantar su actividad y entre los cuales 

efectúa los llamados ―cruces‖, se 

encuentran: 

a. Sistema de información endógeno 

o interno. Lo integran las fuentes 

internas de la DIAN como es el 

Sistema de Información Tributaria 

y Aduanera SIAT, que está 

conformado por las declaraciones 

de Renta, IVA, retenciones, 

Timbre, información sobre las 

ventas, recibos de pago, 

devoluciones y compensaciones, 

declaraciones aduaneras y recibos 

de pago aduaneros; Registro 

Único Tributario RUT;  

b. Sistema de Información Exógeno 

y Facturación SIEF. Hace 

referencia a la utilización interna 

de la información exógena 

obtenida con los medios 

magnéticos;  

c. Sistema de Información de 

Control de Gestión SICG. 

Integrado por los expedientes de 

cada contribuyente que evidencian 

el comportamiento que los sujetos 

han mostrado en los periodos 

anteriores, sus errores, sanciones, 

valores promedios de los gastos, 
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utilidades e impuestos y sus 

antecedentes en cumplimiento.  

d. Sistema Exógeno resulta de 

fuentes externas de la DIAN . Se 

obtiene de los medios magnéticos 

que presentan los contribuyentes, 

de censos practicados y de 

entidades estatales y/o privadas.  

Lo anterior evidencia que la entidad posee 

una adelantada sistematización y 

tecnificada base de datos que le permite 

realizar los cruces de información con 

mínimas posibilidades de error. 

2.2.2. Información Exógena 

 

Dentro de las fuentes más importantes se 

encuentra la información exógena que es 

el conjunto de datos que solicita el 

Director General de Impuestos y Aduanas 

Nacionales a las personas o entidades, 

contribuyentes y no contribuyentes, sobre 

las operaciones realizadas con sus clientes 

o usuarios. Dicha información debe ser 

entregada por el Representante Legal de 

la entidad o por su apoderado, de acuerdo 

con las especificaciones técnicas 

previamente establecidas por la entidad. 

 

La anterior información se obtiene de 

entidades y personas jurídicas y naturales 

obligados a suministrarla, entre las cuales 

pueden destacarse las siguientes: 

 

Entidad que debe 

informar 

Información que 

obtiene 

Entidades vigiladas 

por la 

Superintendencia 

Financiera, las 

cooperativas de 

ahorro y crédito, 

los organismos 

cooperativos de 

grado superior, las 

- Cuentas 

Corrientes y de 

ahorro, Titulares 

principales 

- Titulares 

principales en CDT 

- Información De 

Inversiones En 

Carteras 

instituciones 

auxiliares del 

cooperativismo, las 

cooperativas 

multiactivas e 

integrales y los 

fondos de 

empleados que 

realicen actividades 

financieras. 

 

Colectivas, Fondos 

Mutuos de 

Inversión y demás 

Fondos 

Administrados por 

Sociedades 

Vigiladas por la 

Superintendencia 

Financiera. 

- Ahorro 

Voluntario en 

Fondos de 

Pensiones 

- Consumos con 

tarjetas de crédito 

y/o  tarjeta débito 

- Ventas con 

Tarjetas de Crédito 

y/o Tarjetas débito 

- Préstamos 

bancarios 

otorgados 

 

- Diferencias 

Contables y 

Fiscales 

Cámaras de 

Comercio 

- Información de 

sociedades creadas 

- Sociedades 

liquidadas 

Las bolsas de 

valores y por los 

comisionistas de 

bolsa 

- Información de 

Bolsas de Valores 

- Información de 

Comisionistas de 

Bolsas 

Registraduría 

Nacional del 

Estado Civil 

- Información 

Registraduría sobre 

personas fallecidas 

Notarios Información de 

Enajenantes 

Principales 

Personas o 

entidades que 

elaboren facturas o 

documentos 

equivalentes 

Elaboración de 

Facturación por 

Litógrafos y 

Tipógrafos 

BOLETÍN A.I.T 

 

10 



Los grupos 

empresariales 

- Identificación de 

Subordinadas 

Nacionales 

- Información de 

Estados 

Financieros 

consolidados-

Grupos económicos 

- Identificación de 

Subordinadas del 

Exterior 

Todas las entidades 

publicas y privadas 

que efectuaron 

retenciones en la 

fuente 

Retenciones en la 

fuente practicadas 

 

2.3. Convenio de cooperación con 

España. 

 

Mediante Ley fue incorporado a 

Colombia el ―Convenio entre el Reino de 

España y la República de Colombia para 

evitar la doble imposición y prevenir la 

evasión fiscal en materia de impuestos 

sobre la renta y sobre el patrimonio‖, y 

dentro de sus disposiciones se establece 

un acuerdo de cooperación entre los 

países partes para efectos de obtener 

intercambio de información que pueda 

resultar de interés para la aplicación en el 

derecho interno, relacionado con los 

impuestos de toda naturaleza o 

denominación exigibles en los Estados 

contratantes. 
 

2.4. Plan de choque contra la 

evasión 

 

Además, como parte de los procesos de 

fiscalización tributaria y aduanera, la 

DIAN tiene la obligación de presentar 

ante el Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público para su aprobación, un plan de 

choque contra la evasión. 
 

 

 

3. Procesos tributarios más 

comunes 

 

Con fundamento en las declaraciones y en 

la información que obtiene la 

Administración de Impuestos y Aduanas 

Nacionales, puede dar origen al 

procedimiento tributario, el cual puede 

ser de diferentes clases y los más 

comunes que se presentan son: 
 

1. Determinación oficial del tributo 

2. Correcciones 

- Aritméticas  

- Voluntarias 

     3.  Aforo 

     4.  Sancionatorio 

     5. Devolución y/o compensación de 

Impuestos. 

 

3.1. Etapas del procedimiento 

tributario 
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3.2. Actos administrativos dictados 

por la Administración dentro 

del procedimiento tributario  
 

3.2.1. Competencia fiscalizadora  

 

Corresponde al jefe de la Dirección de 

gestión de fiscalización, proferir los 

requerimientos especiales, los pliegos y 

traslados de cargos o actas, los 

emplazamientos para corregir y para 

declarar y demás actos de trámite en los 

procesos de determinación de 

impuestos, anticipos y retenciones, y 

todos los demás actos previos a la 

aplicación de sanciones con respecto a 

las obligaciones de informar, declarar y 

determinar correctamente los impuestos, 

anticipos y retenciones. 

 

Corresponde a los funcionarios de esta 

unidad, previa autorización o comisión 

del jefe de fiscalización, adelantar las 

visitas, investigaciones, verificaciones, 

cruces, requerimientos ordinarios y en 

general, las actuaciones preparatorias a 

los actos de competencia del jefe de 

dicha unidad. 

 

3.2.2. Requerimiento Especial 

 

Aunque es un acto preparatorio o de 

trámite que no es susceptible de ser 

demandado ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, su 

expedición resulta indispensable por 

cuanto la Administración debe enviarlo, 

antes de efectuar la liquidación de 

revisión, por una sola vez, y debe 

contener todos los puntos que se 

proponga modificar, es decir, la 

cuantificación de los impuestos, 

anticipos, retenciones y sanciones que 

pretende adicionar a la liquidación 

privada, además, debe explicar las 

razones en que se sustenta. 

 

El requerimiento especial debe 

notificarse dentro de los dos años 

siguientes a la fecha del vencimiento 

del plazo para declarar, o a la fecha 

de presentación de la declaración 

inicial, cuando ésta se presentó en 

forma extemporánea, o a la fecha de 

presentación de la solicitud de 

devolución o compensación, cuando la 

declaración tributaria presente un saldo 

a favor del contribuyente o responsable, 

o a partir de la corrección o del 

vencimiento de los seis meses 

siguientes a la solicitud. 

 

A partir del pronunciamiento de la 

administración o una vez cumplidos los 

seis meses,  el contribuyente, 

responsable o agente retenedor debe 

responder el requerimiento especial 

dentro de los tres meses siguientes 

contados a partir de la fecha de 

notificación del requerimiento especial. 

La respuesta debe ser por escrito y 

dirigirse a la unidad de liquidación; en 

ella debe formular sus objeciones, 

presentar o solicitar pruebas y subsanar 

los errores que permita la ley. 

 

El funcionario que conozca la respuesta 

puede, dentro de los tres meses 

siguientes a la fecha del vencimiento 

del plazo para responder el 

requerimiento especial, ordenar su 

ampliación por una sola vez. La 

ampliación puede incluir hechos y 

conceptos no contemplados en el primer 

requerimiento; en este caso debe 

otorgarse tres meses como mínimo al 

contribuyente, responsable o agente 

retenedor para responder la ampliación. 

 

La declaración tributaria quedará en 

firme (la administración no podrá 

modificar la liquidación privada), si no 

se ha notificado, dentro de los dos años 

siguientes a la fecha del vencimiento del 

plazo para declarar, o de la fecha de 

presentación si la declaración se 

presentó en forma extemporánea, o de 

la fecha de presentación de la solicitud 

de devolución o compensación, según el 

caso, el requerimiento especial. 
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3.3. Actos administrativos dictados 

por la Administración dentro 

del procedimiento tributario  
 

3.2.3. Competencia fiscalizadora  

 

Corresponde al jefe de la Dirección de 

gestión de fiscalización, proferir los 

requerimientos especiales, los pliegos y 

traslados de cargos o actas, los 

emplazamientos para corregir y para 

declarar y demás actos de trámite en los 

procesos de determinación de 

impuestos, anticipos y retenciones, y 

todos los demás actos previos a la 

aplicación de sanciones con respecto a 

las obligaciones de informar, declarar y 

determinar correctamente los impuestos, 

anticipos y retenciones. 

 

Corresponde a los funcionarios de esta 

unidad, previa autorización o comisión 

del jefe de fiscalización, adelantar las 

visitas, investigaciones, verificaciones, 

cruces, requerimientos ordinarios y en 

general, las actuaciones preparatorias a 

los actos de competencia del jefe de 

dicha unidad. 

 

3.2.4. Requerimiento Especial 

 

Aunque es un acto preparatorio o de 

trámite que no es susceptible de ser 

demandado ante la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, su 

expedición resulta indispensable por 

cuanto la Administración debe enviarlo, 

antes de efectuar la liquidación de 

revisión, por una sola vez, y debe 

contener todos los puntos que se 

proponga modificar, es decir, la 

cuantificación de los impuestos, 

anticipos, retenciones y sanciones que 

pretende adicionar a la liquidación 

privada, además, debe explicar las 

razones en que se sustenta. 

 

El requerimiento especial debe 

notificarse dentro de los dos años 

siguientes a la fecha del vencimiento 

del plazo para declarar, o a la fecha 

de presentación de la declaración 

inicial, cuando ésta se presentó en 

forma extemporánea, o a la fecha de 

presentación de la solicitud de 

devolución o compensación, cuando la 

declaración tributaria presente un saldo 

a favor del contribuyente o responsable, 

o a partir de la corrección o del 

vencimiento de los seis meses 

siguientes a la solicitud. 

 

A partir del pronunciamiento de la 

administración o una vez cumplidos los 

seis meses,  el contribuyente, 

responsable o agente retenedor debe 

responder el requerimiento especial 

dentro de los tres meses siguientes 

contados a partir de la fecha de 

notificación del requerimiento especial. 

La respuesta debe ser por escrito y 

dirigirse a la unidad de liquidación; en 

ella debe formular sus objeciones, 

presentar o solicitar pruebas y subsanar 

los errores que permita la ley. 

 

El funcionario que conozca la respuesta 

puede, dentro de los tres meses 

siguientes a la fecha del vencimiento 

del plazo para responder el 

requerimiento especial, ordenar su 

ampliación por una sola vez. La 

ampliación puede incluir hechos y 

conceptos no contemplados en el primer 

requerimiento; en este caso debe 

otorgarse tres meses como mínimo al 

contribuyente, responsable o agente 

retenedor para responder la ampliación. 

 

La declaración tributaria quedará en 

firme (la administración no podrá 

modificar la liquidación privada), si no 

se ha notificado, dentro de los dos años 

siguientes a la fecha del vencimiento del 

plazo para declarar, o de la fecha de 

presentación si la declaración se 

presentó en forma extemporánea, o de 

la fecha de presentación de la solicitud 

de devolución o compensación, según el 
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caso, el requerimiento especial. 

También quedará en firme si la 

administración no ha notificado, dentro 

de los seis meses siguientes a la fecha 

de vencimiento del término para dar 

respuesta al requerimiento especial o a 

su ampliación, la liquidación de 

revisión.  

 
El término para notificar el 

requerimiento especial se suspende: 

 

* Cuando se practique inspección 

tributaria de oficio, por el término de 

tres meses contados a partir de la 

notificación del auto que la decrete. 

 

* Cuando se practique inspección 

tributaria a solicitud del contribuyente, 

responsable, agente retenedor o 

declarante, mientras dure la inspección. 

 

* También se suspenderá el término 

para la notificación del requerimiento 

especial, durante el mes siguiente a la 

notificación del emplazamiento para 

corregir. 

  

3.2.5. Liquidación de Revisión 

 

La liquidación de revisión es un acto 

administrativo, por medio del cual la 

administración de impuestos modifica 

por una sola vez, las liquidaciones 

privadas de los contribuyentes, 

responsables o agentes retenedores. 

 

La administración debe efectuar la 

liquidación dentro de los seis meses 

siguientes a la fecha de vencimiento del 

término para dar respuesta al 

requerimiento especial o a su 

ampliación, según el caso. 

 

3.2.6. Liquidación Corrección 

Aritmética 

 

Esta liquidación se realiza en caso de 

presentarse error en las declaraciones 

tributarias. Tales errores ocurren 

cuando: 

 

1.  A pesar de haberse declarado 

correctamente los valores 

correspondientes a hechos imponibles o 

bases gravables, se anota como valor 

resultante un dato equivocado.  

2.  Al aplicar las tarifas respectivas, se 

anota un valor diferente al que ha 

debido resultar. 

3.  Al efectuar cualquier operación 

aritmética, resulte un valor equivocado 

que implique un menor valor a pagar 

por concepto de impuestos, anticipos o 

retenciones a cargo del declarante, o un 

mayor saldo a su favor para compensar 

o devolver. 

 

3.2.7. Liquidación de Aforo 

 

La liquidación de aforo es un acto 

administrativo, por medio del cual la 

Administración de Impuestos determina 

en forma oficiosa el impuesto que el 

contribuyente, responsable, agente 

retenedor o declarante no determinó por 

no haber presentado la declaración 

tributaria, estando obligado a ello.  

 

La liquidación de aforo debe efectuarse 

dentro de los cinco años siguientes al 

vencimiento del plazo señalado para 

declarar. Ésta debe contener la fecha, el 

período a que corresponde, el nombre o 

razón social del contribuyente, 

responsable, agente retenedor o 

declarante y su número de 

identificación tributaria, las bases de 

cuantificación del tributo o de las sumas 

a retener, monto de los tributos, valores 

retenidos y explicación de los 

fundamentos del aforo. 

 

Antes de efectuar la liquidación de 

aforo, la administración debe emplazar 

a quienes han incumplido con el deber 

de presentar las declaraciones 

tributarias, estando obligados a ello.  
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Los emplazados tienen un mes para 

cumplir con su deber y si así lo hicieren, 

deberán liquidar sanción por 

extemporaneidad en la forma como 

preceptúa la norma para estos casos. Si 

no lo hicieren se debe proferir la 

resolución de sanción por no 

declarar, que es requisito previo a la 

liquidación oficial de aforo. 

 

 

3.2.8. Resolución Independiente 

 

Las sanciones pueden imponerse 

mediante resolución independiente o en 

las respectivas liquidaciones oficiales. 

No obstante cuando se impongan en 

resoluciones independientes deberá 

formularse previamente un pliego de 

cargos dentro de los dos años siguientes 

a la presentación de la declaración de 

renta, del período durante el cual 

ocurrió la irregularidad sancionable o 

cesó la irregularidad, cuando es 

continuada, Tal término no se aplica 

para la sanción por no declarar, que 

como se advirtió antes, prescribe en 5 

años. 

 

Algunas de las sanciones que se 

establecen en el Estatuto Tributario son: 

 
Hecho sancionado y disposición 

Por no inscribirse en el registro único tributario, 

RUT, antes del inicio de la actividad, por parte de 

quien esté obligado a hacerlo           (E.T., art. 658-3). 

Por no exhibir en lugar visible al público la 

certificación de la inscripción en el Registro Único 

Tributario, RUT, por parte del responsable del 

régimen simplificado del IVA                                                                      

(E.T., art. 658-3). 

Por informar datos falsos, incompletos o 

equivocados, por parte del inscrito o del obligado a 

inscribirse en el RUT                                                  

(E.T., art. 658-3). 

Por no actualizar la información dentro del mes 

siguiente al hecho que genera la actualización, por 

parte de las personas o entidades inscritas en el 

registro único tributario, RUT                                    

(E.T., art. 658-3)  

Presentación extemporánea de la declaración  

                                                     (E.T., arts. 639, 641) 

Presentación de la declaración con posterioridad al 

emplazamiento para declarar o a la notificación del 

auto que ordena inspección tributaria   

                                                    (E.T., arts. 639, 642). 

Por no declarar                            (E.T., arts. 639, 643) 

Por corrección de las declaraciones  

                                                    (E.T., arts. 639, 644) 

Corrección de la declaración que disminuye el valor a 

pagar o aumenta el saldo a favor    (E.T., arts. 589, 

639). 

Cuando la declaración se da por no presentada por las 

inconsistencias a que se refieren los literales a) y d) 

del artículo 580 del estatuto tributario  

                                     (E.T., arts. 580, 588, 641, 642) 

Inexactitud sancionable en las declaraciones  

                                                     (E.T., arts. 639, 647)  

Por corrección de sanciones. 

Por no liquidarse en la declaración las sanciones 

procedentes, o liquidarlas incorrectamente  

                            (E.T., arts. 639, 701) (§ 0525, 0820) 

Sanción por corrección aritmética  

                                                     (E.T., arts. 639, 646)  

No enviar oportunamente la información solicitada 

oficialmente o cuyo contenido presente errores o no 

corresponda a lo solicitado             

                                                     (E.T., arts. 639, 651) 

Por irregularidades en la contabilidad  

                                     (E.T., arts. 639, 654, 655, 657) 

Devolución improcedente                     (E.T., art. 670) 

Pago extemporáneo de impuestos, anticipos y 

retenciones                                            (E.T., art. 634) 

Los responsables del régimen común que realicen 

operaciones ficticias, omitan ingresos o representen 

sociedades que sirvan como instrumento de evasión 

tributaria                                                (E.T., art. 669) 

Inexactitud de los datos contables consignados en la 

declaración, cuando se determine un mayor valor a 

pagar por impuesto o un menor saldo a favor, en 

cuantía superior a 590 UVT        (E.T., art. 660) = $ 

14.020.000.  

Los contadores públicos, auditores o revisores 

fiscales que lleven o aconsejen llevar contabilidades, 

elaborar estados financieros o expidan certificados 

que no reflejen la realidad económica de acuerdo con 

los principios de contabilidad, que no coincidan con 

los asientos registrados en los libros o emitan 

dictámenes sin perjuicio de las normas generalmente 

aceptadas que sirvan de base para la elaboración de 

declaraciones tributarias o actuaciones ante la 

administración. 

Cuando no suministren a la administración 

oportunamente las informaciones o pruebas que les 

sean solicitadas                                     (E.T., art. 659) 

Las sociedades de contadores que ordenen o toleren 

que los contadores a su servicio violen las normas 

que rigen la profesión, de acuerdo con lo dispuesto en 

el artículo 659 del estatuto tributario (E.T., art. 659-1)  

El concesionario, representante legal, administrador o 

empresario legalmente autorizado para la explotación 

de un monopolio rentístico, que incumpla total o 

parcialmente con la entrega de las rentas 

monopolísticas que legalmente les correspondan a los 

servicios de salud y educación (L. 599/2000, art. 313)  

El agente retenedor o autorretenedor que no consigne 

las sumas retenidas o autorretenidas por concepto de 

retención en la fuente dentro de los dos (2) meses 

siguientes a la fecha fijada por el Gobierno Nacional 

para la presentación y pago de la respectiva 

declaración de retención en la fuente. 

En la misma sanción incurrirá el responsable del 
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impuesto sobre las ventas que, teniendo la obligación 

legal de hacerlo, no consigne las sumas recaudadas 

por dicho concepto (E.T., art. 665; L. 599/2000, art. 

402)  

 

4. Procedimiento Aduanero 

El procedimiento de importación 

comienza con la presentación de la 

declaración de importación.  Cuando las 

autoridades aduaneras conceden o 

autorizan el levante de la mercancía, 

están dando el visto bueno para que los 

interesados retiren y dispongan de la 

misma, que es precisamente lo que 

constituye la razón de ser de la 

importación.  

No obstante que se haya autorizado el 

levante, las autoridades aduaneras 

pueden advertir con posterioridad al 

mismo la comisión de una infracción, a 

través de la facultad de fiscalización que 

tienen y proceder a imponer las 

sanciones correspondientes.  Por ello, 

dentro de las obligaciones aduaneras 

que consagra el artículo 2o. del citado 

Decreto 1909, están, entre otras, la de 

"conservar los documentos que soportan 

la operación" y "atender las solicitudes 

de información y pruebas".      

De acuerdo con el artículo 26 del 

Decreto 1909 de 1992, modificado por 

el artículo 6 del Decreto 1800 de 1994, 

la declaración de importación sólo 

adquiere firmeza si después de 

transcurridos dos años a partir de su 

presentación en los bancos o entidades 

financieras no se ha formulado 

liquidación oficial de corrección o de 

revisión de valor.     

 

5. Discusión de los actos de la 

administración 

 

 

5.1. Recurso especial de 

reconsideración 

 

Sin perjuicio de lo dispuesto en normas 

especiales de este estatuto, contra las 

liquidaciones oficiales, resoluciones que 

impongan sanciones u ordenen el 

reintegro de sumas devueltas y demás 

actos producidos, en relación con los 

impuestos administrados por la DIAN, 

procede el recurso de reconsideración. 

 

5.1.1. Plazo para su interposición 

 

El recurso de reconsideración, salvo 

norma expresa en contrario, deberá 

interponerse ante la oficina competente, 

para conocer los recursos tributarios, de 

la administración de impuestos que 

hubiere practicado el acto respectivo, 

dentro de los dos meses siguientes a la 

notificación del mismo. 

 

Cuando se hubiere atendido en debida 

forma el requerimiento especial y no 

obstante se practique liquidación oficial, 

el contribuyente podrá prescindir del 

recurso de reconsideración y acudir 

directamente ante la jurisdicción 

contencioso-administrativa dentro de 

los cuatro (4) meses siguientes a la 

notificación de la liquidación. 

(Dirección de gestión jurídica). 

 

 

5.1.2. Plazo de la DIAN para resolver 

el recurso 

 

La administración de impuestos tendrá 

un (1) año para resolver los recursos de 

reconsideración, contado a partir de su 

interposición en debida forma. 

 

5.1.3. Suspensión del término para 

decidir 

 

Cuando se practique inspección 

tributaria, el término para fallar los 

recursos, se suspenderá mientras dure la 

inspección, si ésta se practica a solicitud 

del contribuyente, responsable, agente 

retenedor o declarante, y hasta por tres 

(3) meses cuando se practica de oficio. 
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5.1.4. Silencio administrativo 

 

Si transcurrido el término señalado en el 

artículo 732, sin perjuicio de lo 

dispuesto en el artículo anterior, el 

recurso no se ha resuelto, se entenderá 

fallado a favor del recurrente, en cuyo 

caso, la administración, de oficio o a 

petición de parte, así lo declarará. 

 

6. Revocatoria directa 

 

6.1. Presupuesto 

 

Sólo procederá la acción de revocación 

directa prevista en el Código 

Contencioso Administrativo, cuando el 

contribuyente no hubiere interpuesto los 

recursos por la vía gubernativa. 

 

6.2. Oportunidad 

 

El término para ejercer esta acción será 

de dos (2) años a partir de la ejecutoria 

del correspondiente acto administrativo. 

 

6.3. Causales 

 

Los actos administrativos deberán ser 

revocados por los mismos funcionarios 

que los hayan expedido o por sus 

inmediatos superiores, de oficio o a 

solicitud de parte, en cualquiera de los 

siguientes casos: 

 

1.  Cuando sea manifiesta su oposición 

a la Constitución Política o a la ley. 

 

2.  Cuando no estén conformes con el 

interés público o social, o atenten contra 

él. 

 

3.  Cuando con ellos se cause agravio 

injustificado a una persona. 

 

6.4. Término para decidir las 

solicitudes de revocatoria 

directa 

 

Las solicitudes de revocatoria directa 

deberán fallarse dentro del término de 

un (1) año contado a partir de su 

petición en debida forma. Si dentro de 

este término no se profiere decisión, se 

entenderá resuelta a favor del 

solicitante, debiendo ser declarado de 

oficio o a petición de parte el silencio 

administrativo positivo. 

 

 

 
D

a
. María de Rus Ramos Puig

6
 

 

 

Introducción 

 

Empezaremos esta exposición 

invocando los preceptos de nuestra 

Constitución de 27 de diciembre de 

1978 que son el fundamento de todo el 

sistema español de derechos y garantías 

de los contribuyentes: así el artículo 9.1 

― Los ciudadanos y los poderes públicos 

están sometidos a la Constitución y al 

resto del ordenamiento jurídico; los 

artículos 53, 1 y 2: ―Los derechos y 

libertades reconocidos... vinculan a 

todos los poderes públicos...Cualquier 

ciudadano puede recabar la tutela de los  

derechos y libertades....‖ y   el artículo 

103.1: La Administración Pública sirve 

con objetividad los intereses generales y 

actúa de acuerdo con los principios de 

eficacia, jerarquía, descentralización 

desconcentración y coordinación, con 

sometimiento pleno a la ley y al 

Derecho.  

 

Todos ellos entroncan con el artículo 16 

de la Declaración de Derechos del 

Hombre y del Ciudadano de 1789, en la 

cual aparece por primera vez el 

                                                 
6
 Vocal de la Sala Primera del Tribunal 

Económico-Administrativo Central de España 
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concepto de ― ciudadano‖ como titular 

de derechos, frente al anterior de 

―súbdito‖ (sometido a los poderes 

públicos) : Toda sociedad en cual la 

garantía de estos derechos no esté 

asegurada y la separación de poderes 

determinada no tiene Constitución.  

 

Por eso, en  un Estado democrático, la 

cuestión de las garantías del ciudadano 

es fundamental. De entrada, la mejor 

garantía es que la Administración 

realmente sirva con objetividad los 

intereses generales –tal como hemos 

visto que exige el art. 103.1 CE-, porque 

si no lo hace así, ciertamente ya no será 

una Administración democrática. 

 

Pero, sin duda, el amplísimo marco de 

competencias que las Administraciones 

actuales ejercen y las importantes 

facultades de autotutela que ostentan, 

exigen que, sin perjuicio del control 

judicial posterior, simultáneamente a su 

actuación la Administración se 

encuentre en su actuación con lo que 

llamaríamos ―muros de contención‖,  en 

la prestación del servicio público que la 

encaucen y eviten su desbordamiento. Y 

si esto es así en general, cobra más 

importancia aún en materia tributaria, 

pues su ámbito es más  proclive a 

excesos por parte del poder público. 

Recordemos que en definitiva los 

Parlamentos nacieron para limitar el 

poder del rey en cuanto a la exigencia 

de tributos a los súbditos.  

 

En España, el Derecho tributario 

moderno en el ordenamiento positivo 

nace con la Ley General Tributaria de 

28 de diciembre de 1963, que sentó una 

serie de principios y conceptos básicos. 

Por lo que se refiere a la materia que 

nos ocupa, la revisión de actos, se 

dedicaban a las reclamaciones 

económico-administrativas los arts. 163 

a 171, pero la organización del los 

Tribunales Económico- Administrativos 

y el procedimiento se regulaban en 

normas reglamentarias. 

 

Dentro del análisis de los derechos y 

garantías del contribuyente es preciso 

hacer una mención de la Ley 1/1998 

que va destinada a introducir y regular 

de forma específica los derechos y 

garantías que con anterioridad se 

regulaban de forma dispersa. 

 

La Ley 1/1998, de 26 de febrero, de 

derechos y garantías de los 

contribuyentes 

 

Según su E. de M., ―la aprobación de 

una Ley que contenga los derechos y 

garantías de los contribuyentes, 

ampliamente demandada por todos los 

sectores sociales, constituye un hito de 

innegable trascendencia en el proceso 

de reforzamiento del principio de 

seguridad jurídica característico de las 

sociedades democráticas más 

avanzadas‖ 

 

La Ley recogía los principios generales 

de la ordenación y aplicación de los 

tributos, así como los que llamaba 

derechos generales de los 

contribuyentes, donde reproducía, 

adaptaba o completaba los reconocidos 

en el orden administrativo general. 

 

Fundamentalmente la Ley concretaba 

derechos y garantías en los 

procedimientos tributarios en general, 

en los procedimientos de inspección, de 

recaudación y sancionador, y en algún 

punto concreto en cuanto a recursos y 

reclamaciones económico-

administrativas. (p. ej., la única 

instancia facultativa). 

 

Esta Ley ha sido derogada (como ya se 

preveía cuando se aprobó) por la nueva 

LGT de 17 de diciembre 2003, que 

recoge, sistematiza y amplía sus 

normas. 
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La Ley surtió efectos en extremos 

concretos no programáticos,  pero sí de 

trascendencia para el contribuyente,  

como son : reducción de 5 a 4 años del 

plazo de prescripción( art. 24); derecho 

a conocer la valoración que la 

Administración da a los bienes( art. 9), 

única instancia facultativa en el 

procedimiento económico-

administrativo, equiparación  

ciudadano/ Administración en el pago 

de intereses de demora en ambos casos 

(antes el contribuyente se le pagaba el 

interés legal en sus deudas con la 

Administración y a partir de esa Ley se 

le iguala con la Administración) , 

limitación a un año de las actuaciones 

inspectoras que con anterioridad sólo 

tenían el límite de la prescripción ( 

artículo 29)) , derecho al reembolso del 

coste de las garantías ( art. 12) etc. 

 

La Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria (LGT) 

 

La LGT, que según su art. 1º.1 

―establece los principios y las normas 

jurídicas generales del sistema tributario 

español‖, no es sin embargo nada más 

que una ley ordinaria; no es –ni podría 

ser- una ley ―orgánica‖, que el art. 81.1. 

CE reserva al ―desarrollo de los 

derechos fundamentales y de las 

libertades públicas, las que aprueben los 

Estatutos de Autonomía y el régimen 

electoral general y las demás previstas 

en la Constitución‖. De ahí que pueda 

ser modificada por las leyes especiales 

de cada tributo, aunque no suele suceder 

(más bien se añaden normas especiales 

sobre sanciones, obligaciones formales, 

etc.). 

 

Se aplicará a todas las Administraciones 

tributarias, estatal, regional o 

autonómica y local, basándose en 

diversos apartados del art. 149.1 CE, 

que enumera las materias de 

competencia exclusiva del Estado. 

 

La nueva LGT pretendió: 

 

-     adecuarse a la Constitución. 

- aproximar su regulación a la 

normativa administrativa común (Ley 

30/92) 

- adaptarse a los actuales 

procedimientos de aplicación de los 

tributos (autoliquidaciones masivas) y a 

las nuevas tecnologías. 

- reforzar las garantías de los 

contribuyentes: fijación de plazos para 

resolver; sentido del silencio; la 

caducidad; amén de incorporar los 

previstos en la Ley 1/98. 

 

En particular, hay que analizar como es 

tratada la materia económico-

administrativa en la LGT. 

 

A partir de la Ley, ya no existe, como 

era antes, una ley separada para la vía 

económico-administrativa y un 

reglamento específico para 

desarrollarla, sino que la LGT regula en 

su texto los puntos básicos de la 

organización y procedimiento y su 

desarrollo está en el Reglamento. 

 

Como novedades que se pueden señalar, 

aparecen: 

 

A) La posibilidad –un tanto 

contradictoria- de que estos órganos 

colegiados, los TEA, actúen como 

órgano unipersonal, normalmente en el 

procedimiento abreviado 

(reclamaciones menores de 6.000 

euros), más sencillo y rápido, aunque 

también en el general (para dictar, p.ej., 

acuerdos de inadmisibilidad, archivos, 

etc.). 

 

B) La simplificación del procedimiento 

general: supresión de prórroga de 

plazos, agilización de pruebas y 

notificaciones, etc. 
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C) El refuerzo de la posición del TEAC, 

cuya doctrina reiterada (dos o más 

resoluciones, habrá que pensar) vincula 

a toda la Administración tributaria. 

 

D) EI impulso de las nuevas tecnologías 

(expediente electrónico, telemática). 

 

Conectando con el tema fundamental de 

nuestra charla,  los derechos y garantías 

del contribuyente,  se refiere a ellos con  

ese título, el art. 34  de la citada LGT, 

que reproduce, matiza y amplía la lista 

del art. 3 de la derogada Ley 1/98. 

 

El repertorio de estos derechos (lo de 

―garantías‖ sólo aparece en el epígrafe 

del artículo) puede agruparse así: 

 

o derechos de información: 

apartados a), e), f), n) y ñ). 

 

o derecho a constancia de hechos 

y documentos: g), l), q), r) y s): Y 

su reverso: h). 

 

o derecho a ser oído: l), m), p). 

 

o derecho al resarcimiento: b), c) 

 

o derecho de reconocimiento: de 

su libertad lingüística: d); de su 

―status‖ tributario: o); de su 

intimidad: i); de su libertad y 

dignidad: j), k). 

 

Como resulta obvio, la naturaleza de 

estos ―derechos‖ es muy heterogénea, 

oscilando desde principios elementales, 

como el derecho a ser oído; mandatos a 

la Administración: actuación en la 

forma menos gravosa para el interesado; 

regulación de la información y la 

reserva, hasta principios de buena 

educación y convivencia cívica.  

 

Claro está, todos estos derechos (salvo 

que se refieran a supuestos fácticos 

distintos) tienen plena vigencia en el 

procedimiento económico 

administrativo, que no es sino un 

aspecto de la aplicación del 

ordenamiento tributario, en este caso a 

través de la función revisora. 

 

Pasamos ya, por tanto, a analizar en 

concreto, los derechos del 

contribuyente en la vía económico-

administrativa 

 

Habría que señalar, de entrada, que el 

procedimiento económico 

administrativo presenta –desde hace 

tiempo: podemos decir que la tendencia 

se inició con el Reglamento de 1959, 

pero fue con el de 1981 cuando se 

consolidó- una marcada tendencia a la 

judicialización: legitimación, 

alegaciones y pruebas, estructura de las 

resoluciones..., todo ello presenta pautas 

análogas al proceso contencioso-

administrativo. 

 

A título de ejemplo hay que señalar el 

Reglamento de las reclamaciones 

económico administrativas de 1996 ( 

artículo 101), en ese proceso de 

aproximación a la vía judicial abandona 

la terminología de ―Resultandos y 

Considerandos‖ para hablar de ― 

Antecedentes de hecho y Fundamentos 

de Derecho‖, utilizando la terminología 

que se utiliza en los Tribunales de 

Justicia. 

 

En España, y durante bastante tiempo, 

fue objeto de polémica su naturaleza 

jurisdiccional o administrativa. Tanto la 

LGT de 1963, como la citada Ley de 

1987 hablaban de la ―jurisdicción 

económico-administrativa‖ ; si bien es 

claro que son órganos administrativos, 

no lo es menos que su situación es 

peculiar, ya que su función es aplicar el 

derecho, para lo cual la ley les reconoce 

independencia funcional, con lo que se 

aproximan a los órganos judiciales. 

 

Se ha dicho también que podría 

llamárseles ―órganos intermedios‖, pero 
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que en definitiva, tienen condición de 

órganos jurisdiccionales, con origen 

legal, permanencia, jurisdicción 

obligatoria, procedimiento 

contradictorio y decisión en Derecho. 

Como así los ha reconocido el Tribunal 

de Justicia de la Unión Europea, en 

relación con la posibilidad de plantear 

cuestiones prejudiciales. 

 

Otro aspecto muy importante de la 

regulación de los Tribunales Económico 

Administrativos en España es el 

carácter gratuito de las reclamaciones. 

 

Aunque en sus orígenes el escrito de 

reclamación debía formularse en papel 

timbrado, cosa que ahora no sucede, los 

particulares y las empresas pueden 

plantear sus reclamaciones sin ningún 

coste. Ello enlaza con la no necesidad 

de valerse de abogado ni procurador y 

con el reembolso de las garantías o 

coste del aval que será analizado con 

más detalle. 

 

Análisis particular de los distintos 

derechos y garantías 

 

PERSONACIÓN / 

REPRESENTACIÓN. (Arts. 232 y 46 

LGT) 

 

Se recoge la posibilidad de interponer 

reclamaciones por vía telemática: se 

entienden presentadas en plazo siempre 

que se acredite la identidad y/o la 

representación (Está en elaboración una 

Orden ministerial sobre el expediente 

electrónico, cf. D.A. 16 LGT, DF 1º 

LGT y DA 3ª del Reglamento). 

 

No es necesario, como ya se ha dicho, 

comparecer por medio de procurador ni 

abogado: el procedimiento es gratuito, 

cualquiera que sea la cuantía del asunto 

y la condición del reclamante, persona 

física o entidad jurídica. (art. 234 LGT). 

Como novedad del actual régimen legal 

aparece en el art. 51 del Reglamento la 

posible condena en costas, recogiendo 

la previsión del art.234.4 LGT. 

 

A pesar de su denominación no son 

auténticas costas, ya que no se trata de 

un proceso judicial con dos partes 

enfrentadas (salvo en las reclamaciones 

entre particulares sobre retenciones o 

repercusiones tributarias); se asemeja 

más bien a la sanción del 5% de la 

deuda tributaria, cuando el Tribunal 

apreciase temeridad o mala fe, que 

preveía el Reglamento anterior. Pero 

ahora no se vincula a la cuantía del 

procedimiento, sino al coste medio de 

éste y a la complejidad de la 

reclamación, que se fijará según los 

baremos que apruebe el Ministerio de 

Hacienda por O.M. (lo que hasta el 

momento no se ha hecho y, vistos los 

precedentes, no parece probable que se 

haga, al menos a corto plazo). 

 

PLAZOS 
 

En materia de plazos hay que destacar 

que los tradicionales plazos de 15 días 

para la interposición de las 

reclamaciones o recursos se ha 

ampliado y en la actualidad, salvo para 

los recursos extraordinarios el plazo es 

de 1 mes, con lo cual se establece una 

garantía mayor que la existente habida 

cuenta la ampliación al doble de los 

plazos existentes. Tal modificación fue 

operada por la Ley 58/2003 Ley 

General  Tributaria. 

 

RECLAMACIONES 

DIRECTAMENTE ANTE EL TEAC 
 

En la vía económico administrativa 

existen dos instancias. Una primera ante 

los Tribunales Regionales o Locales y 

otra ente el Tribunal Central que opera 

como segunda instancia. 

 

Con el fin, no solo de aligerar el trabajo 

de los Tribunales Regionales, 

normalmente muy saturados de 
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reclamaciones, sino de facilitar al 

contribuyente el acudir de una forma 

más rápida a la vía judicial y no dilatar 

la definitiva resolución de los asuntos, 

se ha establecido la posibilidad de que 

para reclamaciones de determinada 

cuantía  ( 150.000€ o 1.800.000€ según 

se trate de impugnación de 

liquidaciones o de bases imponibles 

respectivamente), el reclamante pueda 

acudir directamente a la segunda 

instancia, es decir ante el Tribunal 

Central. 

 

Tal posibilidad se instrumentó por 

primera vez en la Ley 1/1998 de 

derechos y garantías del Contribuyente, 

siendo bastante utilizada tal posibilidad. 

 

SUSPENSIÓN DEL ACTO. 

PARTICULARIDAD DE LAS 

SANCIONES 

 

Los actos administrativos, como regla 

general, son ejecutivos: art. 111 de la 

Ley 30/92. Así lo proclama también el 

Reglamento, en su art. 39 (recuérdese lo 

dicho sobre la presunción de legalidad 

de los actos administrativos y la 

autotutela ejecutiva). 

 

No obstante, se prevé un régimen de 

suspensión: 

 

Suspensión ―ope legis‖ 

 

La de las sanciones. La regla general en 

Derecho administrativo es que las 

sanciones no son ejecutivas hasta que 

finaliza la vía administrativa: art. 138.3 

Ley 30/1992. El art. 212.3 de la LGT no 

habla de inejecutividad, a diferencia de 

la citada Ley 30/1992, sino de 

suspensión automática, pero a efectos 

prácticos no hay diferencia, ya que no 

se exigen intereses de demora en tanto 

no sean firmes en vía administrativa, 

como el propio artículo dice (antes era 

muy discutido si el art. 35 Ley 1/98 

equivalía a una inejecutividad y no 

había intereses, como el T.S. declaró en 

un primer momento, o era una 

suspensión legal de la ejecutividad y 

entonces sí se generaban intereses). 

 

Suspensión a instancia del interesado 

 

1º) Suspensión automática. Art 233.1:  

 

Compete acordarla al órgano de 

recaudación, si se garantiza el acto (más 

los intereses que genere la suspensión, 

más los recargos que pudieran proceder 

en el momento de realizarse la 

solicitud), con alguno de estos medios 

(art. 233.1 y 233.2 LGT y 43 del 

Reglamento): 

 

- Depósito de dinero o valores públicos. 

 

- Aval o fianza solidarios de entidad de 

crédito o sociedad de garantía recíproca, 

o certificado de seguro de caución. O 

sea, son garantías exigibles ―a primer 

requerimiento‖ y con absoluta liquidez. 

 

- Fianza personal y solidaria de otros 

contribuyentes de reconocida solvencia, 

siempre que la deuda no exceda de 

determinado límite; se trata de la 

garantía que dan dos personas físicas o 

jurídicas cuya situación económica les 

permita asumir el pago de la deuda y 

estén al corriente de sus obligaciones 

tributarias; todo ello, según los datos 

obrantes en el órgano que ha de 

suspender. 

 

Han de afianzar solidariamente y con 

renuncia expresa a los beneficios de 

excusión y división. 

 

2º) Suspensión con otras garantías. 

(Art. 233.3 LGT y 44 y 45 del 

Reglamento) 

 

También compete a los órganos de 

recaudación y se exige que no se 

puedan aportar las garantías tasadas 

anteriores (es decir, podrían ofrecerse 
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hipotecas, prendas, etc.) y habrán de 

aceptarse por dichos órganos. 

 

Tanto en este caso como en el anterior, 

contra la denegación de la suspensión 

puede plantearse el oportuno incidente 

en la reclamación ya presentada contra 

el acto cuya suspensión se pide. Contra 

la resolución del incidente no cabe 

recurso, sin perjuicio de que pueda 

volver a discutirse en el que se 

interponga contra la resolución de la 

reclamación. 

 

3º) Suspensión sin garantías.( Arts. 

233, 4, 5 y 10, LGT, art. 46 del 

Reglamento.) 

 

De esta modalidad compete conocer a 

los TEA. 

 

La dispensa de garantías puede ser total 

o parcial. 

 

- Se podrá acordar cuando se aprecie 

que la ejecución del acto pudiera causar 

perjuicios de reparación imposible o 

difícil. Es revisable: 

 

• Si el Tribunal aprecia que no se 

mantienen las condiciones que la 

motivaron. 

 

• Si las garantías aportadas hubieran 

perdido valor o efectividad. 

 

• Cuando conozca de la existencia 

de otros bienes que se hubieran 

podido entregar en garantía. 

 

- También se podrá suspender sin 

garantías cuando en el acto se aprecie 

posible error aritmético, material o de 

hecho. 

 

- Cuando se trate de actos que no tengan 

por objeto una deuda tributaria o 

cantidad líquida, se podrá suspender si 

se justifican los perjuicios mencionados. 

 

Existe la posibilidad de una suspensión 

cautelar mientras el Tribunal resuelve.  

 

Si admite a trámite la petición, se 

producirán efectos suspensivos desde la 

presentación de la solicitud; si se 

inadmite, se tiene por no presentada a 

todos los efectos. 

 

El acuerdo denegatorio de la suspensión 

será recurrible en vía contencioso-

administrativa (o sea, judicial). 

 

Podemos enjuiciar el régimen de 

suspensión, importantísimo desde el 

punto de vista práctico, ya que si se 

exigiera – como antaño – pagar para 

poder recurrir (―solve et repete‖) la 

eficacia del sistema de recursos se vería 

totalmente mermada en perjuicio, sobre 

todo, de los contribuyentes más 

modestos; podemos enjuiciarlo, digo, en 

términos positivos, ya que permite 

bastante flexibilidad en la concesión, ya 

por la variedad de garantías que admite 

(no hay ―numerus clausus‖), como por 

la posibilidad de obtenerla sin garantía 

(siempre, claro está, que se acrediten los 

perjuicios derivados de la ejecución, lo 

que es lógico, puesto que tratándose, en 

el fondo, de una confrontación entre 

interés público e interés privado, ha de 

lograrse un equilibrio entre ambos). 

 

ALEGACIONES Y PRUEBA 

 

La puesta de manifiesto para 

alegaciones es esencial puesto que su 

omisión (sin que el interesado las 

hubiera realizado) produciría 

indefensión y la consiguiente nulidad de 

lo actuado. 

 

No obstante, se podrá prescindir del 

trámite cuando por el interesado se 

tengan por ciertos y acreditados todos 

los datos necesarios para resolver, en su 

escrito de interposición o por los 

documentos que haya acompañado, o 

cuando resulte evidente un motivo de 
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inadmisibilidad. Esta última posibilidad 

ha de utilizarse muy restrictivamente (y 

así es en la práctica) puesto que existiría 

el riesgo de nulidad en caso de 

producirse indefensión, extremo sobre 

el que la jurisprudencia ha sido muy 

rigurosa. 

 

Si se apreciase que el expediente está 

incompleto, el Tribunal podrá solicitar 

que se complete de oficio o a petición 

del interesado. 

 

Hay que destacar el carácter esencial del 

trámite de alegaciones, para evitar que 

pueda producirse indefensión, lo que 

acarrearía la nulidad de lo actuado. 

 

En cuanto a las pruebas, se refieren a la 

cuestión el art. 236.4 de la LGT y el art. 

57 del Reglamento. 

 

De su regulación se pueden destacar 

estos extremos: 

 

- Se pueden utilizar como medios de 

prueba todos los admisibles en derecho. 

 

- Pueden practicarse a instancia de parte 

o por decisión de oficio del Tribunal. 

 

- Compete al Tribunal apreciar su 

relevancia o irrelevancia, si bien en la 

propia resolución puede modificar su 

criterio e incluso valorar las 

previamente denegadas si ya estuviesen 

incorporadas al expediente (hay que 

entender que la norma se refiere a las 

pruebas preconstituidas, previamente 

aportadas por el interesado y 

primeramente denegadas). 

 

- En principio, los acuerdos sobre 

denegación de pruebas no son 

recurribles, sin perjuicio de que la 

cuestión se pueda plantear, en su caso, 

en el recurso que proceda contra el 

fallo. 

 

En el procedimiento administrativo, y la 

reclamación económico administrativa 

lo es, la cuestión de la prueba se ciñe de 

ordinario a la documental que, por regla 

general obra ya en el expediente, de 

modo que la relevancia de la materia no  

es ni mucho menos tan acusada como 

en los procesos judiciales civiles y 

penales. 

 

GARANTÍAS EN LA 

RESOLUCIÓN 

 

En primer lugar hay que mencionar el 

tema del plazo de resolución. 

 

El plazo legal para resolver es el de un 

año como máximo, en cualquiera de las 

instancias (seis meses en caso de 

procedimiento abreviado, en el que el 

Tribunal actúa en forma unipersonal). 

Este extremo se completa con dos 

previsiones legales que son a modo de 

cierre de la garantía que para el 

interesado significa la vía económico-

administrativa: 1ª, que pasado dicho 

plazo sin que se hubiere resuelto, se 

podrá entender desestimada la 

reclamación, quedando expedita la vía 

procedente (recurso de alzada o recurso 

contenciosoadministrativo). 2ª, que si se 

hubiese suspendido la ejecución del 

acto, cumplido tal plazo dejará de 

devengarse el interés de demora a cargo 

del reclamante, siempre que el retraso 

sea imputable a la Administración (Lo 

que es una a modo de penalización para 

ésta por su tardanza, ya que contradice 

el carácter compensatorio del interés). 

  

La Prescripción opera también como 

una garantía en el sentido de que la 

interposición de recurso o 

reclamaciones ante los TEA 

interrumpen el cómputo de la 

prescripción para liquidar las deudas 

tributarias. Ahora  bien si el proceso 

ante el TEA se paraliza por  un periodo 

superior a cuatro años, desaparecen los 

efectos interruptivos de la prescripción 
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y habrá prescrito el derecho a liquidar la 

deuda tributaria. Es decir, los TEA estan 

sometidos a los plazos de prescripción 

en sus actuaciones  para evitar que de 

forma continuada puedan estar 

pendientes las reclamaciones ante los 

mismos. 

 

Se prevé que puedan emitirse votos 

particulares en relación con el acuerdo 

adoptado. En efecto, como en todos los 

órganos colegiados, las resoluciones no 

tienen por qué ser unánimes y con 

frecuencia no lo son, quedando 

constancia en el acta de la sesión del 

resultado numérico de la votación en su 

caso celebrada. Ahora bien, cuando uno 

de los integrantes del Tribunal entienda 

(por las razones que sean, pues al 

respecto su libertad es absoluta) que el 

asunto reviste una cierta importancia y 

que su discrepancia con la opinión que 

prevaleció en el fallo es muy acusada, 

puede formular voto particular por 

escrito, que se mencionará en la 

resolución y se incorporará al 

expediente. 

 

Como importante novedad hay que 

destacar que el voto particular antes 

tenía caracter secreto y sin embargo 

ahora se hace constar su emisión en la 

resolución,  a fin de que pueda ser 

tenido en cuenta por las instancias 

superiores al que se dirigiran las 

reclamaciones. 

 

El voto particular tiene un doble interés:  

 

-En el caso de que la resolución del 

Tribunal haya sido desestimatoria de la 

reclamación (o estimatoria sólo en 

parte) y el interesado decida seguir 

recurriendo ante posteriores instancias - 

económico-administrativas o judiciales- 

éstas podrán tener una visión más 

completa del asunto, a través de los 

argumentos discrepantes de la mayoría. 

Aparte de que él podrá también, si le 

parece oportuno, reforzar sus razones 

con las del voto. 

 

- Si la resolución fue estimatoria, 

cuando la Administración reciba el fallo 

y conozca la existencia y el contenido 

del voto particular, conocerá también un 

punto de vista que finalmente concuerda 

con el suyo (que no prosperó), lo que 

puede ayudarle a "afinar" sus criterios, o 

incluso, llegado el caso, suministrarle 

argumentos para iniciar una declaración 

de lesividad. 

 

NOTIFICACIONES (ART. 50 DEL 

REGLAMENTO) 

 

Como en todos los procedimientos que 

se inician a instancia de parte, el 

domicilio para notificaciones (que es 

donde éstas se intentarán primero) será 

el designado por el interesado, y si 

hubiere señalado más de uno, el último. 

Si no lo hubiese hecho, se harán las 

notificaciones en el domicilio fiscal. 

Si ninguno de estos medios fuese viable 

y no hubiese podido realizarse la 

notificación, ésta se hará mediante 

depósito en la Secretaría del Tribunal, 

en los términos reglamentarios. 

 

Las notificaciones podrán realizarse por 

correo certificado o por un funcionario 

del Tribunal, que extenderá la diligencia 

correspondiente, dejando copia en el 

domicilio en que la misma se realice. 

 

Han de realizarse al menos dos intentos 

de notificación antes de acudir a la 

notificación por depósito en la 

Secretaría, bastando uno sólo si el 

interesado resultare desconocido en el 

domicilio. 

 

Por remisión a las normas generales, si 

el interesado o su representante 

rechazan la notificación (no cualquier 

otra persona, aunque tenga aptitud para 

recibirla), se les tendrá por notificados. 
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En la práctica, la cuestión de las 

notificaciones es realmente conflictiva y 

ha suscitado una abundante 

jurisprudencia, bastante casuística. De 

su adecuada regulación y 

funcionamiento dependen en buena 

medida, tanto la eficacia de los derechos 

del interesado, como la salvaguardia de 

los de la Administración (plazo para 

recurrir, prescripción, etc.). Desde este 

punto de vista, es más que discutible la 

notificación por depósito en la 

Secretaría del Tribunal, novedad 

introducida en el Reglamento vigente. 

 

REEMBOLSO DE LOS COSTES DE 

LAS GARANTÍAS. (ART. 33 LGT; 

ARTS. 72 A 79 DEL 

REGLAMENTO) 

 

La evolución desde el viejo principio 

―solve et repete‖ a la admisión con 

carácter general de la suspensión de la 

ejecución del acto impugnado si se 

aportan garantías para el pago de la 

deuda tributaria (o aun sin ellas, 

excepcionalmente), hace preciso que en 

el caso de que se declare improcedente, 

en todo o en parte, el acto impugnado, 

por resolución o sentencia firme, deba 

reconocerse al actor el derecho al 

reembolso del coste de las garantías 

aportadas (avales, fianzas, hipotecas, 

prendas, etc.). Si así no fuera, se 

produciría un claro efecto disuasorio, en 

perjuicio de la tutela efectiva de los 

derechos del contribuyente. En este 

punto, la jurisprudencia evolucionó 

desde una primera posición denegatoria 

del reembolso, por entender que la 

opción de pedir la suspensión era una 

iniciativa libre del recurrente, hasta la 

aceptación plena del derecho al 

reembolso por considerar que el gasto 

se le ha ocasionado al particular por la 

necesidad de oponerse a un acto 

administrativo que, en definitiva, no se 

ajustaba a derecho. Tal evolución 

produjo la paralela de la legislación, 

hasta desembocar en la vigente. 

La Administración autora del acto, 

viene obligada a resolver y, en su caso, 

reembolsar los costes mencionados, 

previa acreditación de su importe, así 

como el correspondiente interés legal, 

desde el día en que se incurrió en los 

costes hasta la fecha en que se ordene su 

pago. 

 

El procedimiento habrá de resolverse en 

el plazo de seis meses y su resolución, 

expresa o presunta, será reclamable en 

vía económico administrativa  

 

RECURSOS 

 

Los recursos constituyen una garantía 

más para los recurrentes. Al margen de 

los recursos tradicionales (recurso 

ordinario de alzada y extraordinario 

para unificación de criterio, y recurso 

extraordinario de revisión) hay que 

destacar como novedosos los siguientes 

recursos: 

 

Recurso de anulación. (Art. 239 LGT 

y 60 del Reglamento) 

 

Novedad importante de la LGT de 

2003, permite al interesado conseguir, 

más allá de la rectificación de errores 

materiales o de hecho, la eliminación de 

los que sin entrar necesariamente en esa 

categoría, son muy evidentes y harían 

gravoso injustificadamente tener que 

recurrir a instancias posteriores para su 

corrección. Cabe contra resoluciones 

dictadas en primera o única instancia, 

sin perjuicio de que cuando el recurso 

contra éstas es ya el contencioso-

administrativo, corra el plazo para 

impugnarlas en sede judicial. Si se trata 

de resoluciones recurribles en alzada 

dentro de la propia vía económico-

administrativa, el plazo para interponer 

ésta queda suspendido y se contará, bien 

desde que se notifique el fallo que 

resuelva sobre la anulación, bien desde 

que este recurso se entienda 
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desestimado por el transcurso del plazo 

para resolverlo (un mes). 

 

Recurso extraordinario para la 

unificación de doctrina (art.243 LGT; 

art. 61 del Reglamento 

 

Es una novedad de la LGT de 2003 y 

trata de encontrar una solución cuando 

existe contradicción entre el criterio del 

Tribunal Central y el de la Dirección 

General de Tributos del Ministerio de 

Economía y Hacienda, cuyo titular es el 

único que está legitimado para 

interponerlo, para lo que dispone de un 

plazo de tres meses contados desde el 

día siguiente al de la notificación de la 

resolución con cuyo contenido estuviese 

en desacuerdo. 

 

Se resuelve por una Sala Especial para 

la Unificación de Doctrina, de 

composición mixta, (representantes del 

Tribunal Central, del Ministerio de 

Economía y Hacienda, de la Agencia 

Estatal de Administración Tributaria y 

el Presidente del Consejo de Defensa 

del Contribuyente). Su presidente lo 

será el del Tribunal Central. 

 

El acuerdo habrá de dictarse en el plazo 

de seis meses, respetará la situación 

jurídica particular derivada de la 

resolución recurrida, y será vinculante 

para los Tribunales Económico-

Administrativos, incluido el Central, 

claro está, y para, el resto de la 

Administración tributaria, y establecerá 

la doctrina aplicable. 

 

El recurso es francamente peculiar: 

 

- Porque ha supuesto la creación de un 

nuevo órgano, que "tendrá la 

consideración de órgano económico-

administrativo" (art. 228.3 LGT), pero 

ciertamente anómalo en relación con 

esta vía, ya que no juzga casos 

concretos, sino que es un a modo de 

órgano de resolución de conflictos 

internos de la propia Administración, o 

mejor, una especie de órgano consultivo 

cuyo parecer es vinculante. 

 

- Porque, sorprendentemente, el 

recurrente, Director General de 

Tributos, es al mismo tiempo juzgador, 

en cuanto es miembro de la Sala. 

 

- Porque la naturaleza de sus acuerdos 

no es la de una resolución (no resuelve 

caso alguno), sino un dictamen (una 

"legal opinion"). Viene siendo un 

recurso análogo al de alzada para la 

unificación de criterio, con la clara 

diferencia de la composición del 

órgano, mixto en este caso, como hemos 

visto, y porque además su criterio 

vincula al Tribunal Central, lo que en 

aquel caso no sucede, al ser el propio 

Tribunal el que resuelve (si bien, en 

caso de modificar más adelante su 

propio criterio, habrá de motivar el 

cambio, claro está). 

 

- Porque, aunque no se diga nada, 

entiendo que los acuerdos de esta Sala 

no son susceptibles de recurso en vía 

contencioso administrativa, ni siquiera a 

través de un proceso de lesividad, cuyo 

presupuesto es que se haya dictado un 

acto administrativo favorable para el 

administrado (art. 103 de la Ley 

30/1992), lo que obviamente aquí no se 

produce. Será posteriormente, cuando se 

dicte un acto conforme a la doctrina de 

la Sala, ya sea en la aplicación de los 

tributos, ya sea en vía de revisión, 

cuando de seguir opinando alguno de 

los órganos directivos del Ministerio de 

Economía y Hacienda que la doctrina es 

errónea (o sea, que la Sala desestimó el 

recurso) y el acto anulable, podrá 

promover que por el Ministro se dicte 

una Orden declarando lesivo el acto 

para el interés público (art. 218 LGT, 

análogo al art. 103, Ley 30!1992), con 

lo cual la propia Administración lo 

podrá impugnar en la jurisdicción 

BOLETÍN A.I.T 

 

28 



contencioso-administrativa, dándose los 

demás requisitos para ello. 

 

Hay que decir que en la práctica sólo se 

ha presentado un recurso para la 

unificación de doctrina, que no se llegó 

a resolver por desistimiento del Director 

General de Tributos. Lo que parece 

presagiar una escasa utilización del 

mismo. 

 

Finalmente debemos referirnos al 

órgano creado para la defensa de los 

derechos y garantías del ciudadano 

que acabamos de estudiar; nos 

referimos al: 
 

 

Defensor del contribuyente. 

 

 

CONCEPTO: (órgano asesor 

Secretaría de Estado de Hacienda; 

creado en 1996)  

 

“El Consejo de Defensa del 

Contribuyente es un órgano asesor de 

la Secretaría de Estado de Hacienda 

para la mejor defensa de los derechos y 

garantías del ciudadano en sus 

relaciones con la Administración 

General del Estado, que se regirá en 

cuanto a sus competencias, 

composición y funcionamiento por sus 

normas específicas." (Real Decreto 

1330/2000, de 7 de julio) 

 

"El Consejo para la Defensa del 

Contribuyente aparece así como 

garante de los derechos de los 

ciudadanos en sus relaciones 

tributarias y se configura como un 

órgano colegiado, en el cual se 

pretende dar cabida a todos los sectores 

sociales relacionados con el ámbito 

tributario, con el fin de garantizar un 

mayor acercamiento de la 

Administración a los ciudadanos". 

(Real Decreto 2458/1996, de 2 de 

diciembre) 

Como ya se ha indicado el artículo 34 

de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria, se refiere a los 

derechos y garantías de los obligados 

tributarios. En él se reconocen una serie 

de derechos: 

 

El citado artículo se refiere también al 

Consejo de Defensa del Contribuyente 

en su apartado 2 al indicar: 

 

― 2. Integrado en el Ministerio de 

Hacienda, el Consejo para la Defensa 

del Contribuyente velará por la 

efectividad de los derechos de los 

obligados tributarios, atenderá las 

quejas que se produzcan por la 

aplicación del sistema tributario que 

realizan los órganos del Estado y 

efectuará las sugerencias y propuestas 

pertinentes, en la forma y con los 

efectos que reglamentariamente se 

determinen.‖ 

 

Es el  Real Decreto 2458/1996, de 2 de 

diciembre, por el que se crea el Consejo 

para la Defensa del Contribuyente en la 

Secretaría de Estado de Hacienda  

 

El Consejo para la Defensa del 

Contribuyente se configura  como 

garante de los derechos de los 

ciudadanos en sus relaciones tributarias 

y se configura como un órgano 

colegiado, en el cual se pretende dar 

cabida a todos los sectores sociales 

relacionados con el ámbito tributario, 

con el fin de garantizar un mayor 

acercamiento de la Administración a los 

ciudadanos. En este Consejo, auténtico 

protagonista de la defensa del 

contribuyente, sin perjuicio de la 

necesaria integración en su seno de 

representantes de la Administración 

tributaria, se da entrada a los sectores 

profesionales y sociales más 

representativos relacionados con ella, 

que en su trato diario con la 

Administración tributaria tienen ocasión 

de detectar los defectos en su gestión, 
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pudiendo contribuir decisivamente a 

alertar sobre su existencia y sobre el 

modo de corregirlos.  

 

El Presidente del Consejo para la 

Defensa del Contribuyente, designado 

de entre sus miembros  y se prevé que 

su designación recaiga sobre una 

persona de reconocido prestigio en el 

ámbito tributario, con la 

correspondiente y necesaria experiencia 

profesional.  

 

Las Funciones del Consejo para la 

Defensa del Contribuyente  son las 

siguientes:  

 

a) Recibir, a través de la Secretaría 

de Estado de Hacienda, las 

quejas, reclamaciones y 

sugerencias de los ciudadanos, 

relacionados directa o 

indirectamente con los 

procedimientos administrativos 

de naturaleza tributaria, por las 

tardanzas, desatenciones o por 

cualquier otro tipo de de la 

Agencia Estatal de 

Administración Tributaria.  

 

b)  Recabar y contratar la 

información necesaria acerca de 

las quejas o reclamaciones 

interpuestas. 

 

c)  Recibir las iniciativas o 

sugerencias formuladas por los 

ciudadanos para mejorar la 

calidad de los servicios.  

 

d) Asistir a los ciudadanos en el 

ejercicio del derecho de 

petición reconocido en los 

artículos 29 y 77 de la 

Constitución en el ámbito 

tributario.  

 

e) Elaborar propuestas e informes 

por propia iniciativa en relación 

con la función genérica de 

defensa del contribuyente.  

 

f) Elaborar una memoria anual en 

la que quede reflejado el 

resumen de sus actuaciones a lo 

largo del ejercicio y se sugieran 

aquellas medidas 

procedimentales o normativas.  

 

g) Asesorar al Secretario de 

Estado de Hacienda en la 

resolución de aquellas quejas, 

reclamaciones y sugerencias 

formuladas por los ciudadanos 

cuando aquél así lo solicitase.  

 

h) Proponer al Secretario de 

Estado de Hacienda, a través 

del Presidente del Consejo para 

la Defensa del Contribuyente, 

aquellas modificaciones 

normativas o procedimentales 

que se consideren pertinentes 

para la mejor defensa de los 

derechos de los ciudadanos.  

 

Las reclamaciones, quejas y sugerencias 

formuladas ante el Consejo para la 

Defensa del Contribuyente no tendrán, 

en ningún caso, la consideración de 

recurso administrativo.  

 

En el marco de dichas funciones y ya en 

relación con los TEA el Consejo de 

Defensa de los Contribuyentes se 

encarga de transmitir las quejas que le 

formulan los particulares sobre el trato 

que reciben y la tardanza en la 

actuación. También le pone de 

manifiesto a los TEA la falta de 

coordinación de criterios entre los 

mismos, aunque dada su naturaleza en 

ningún momento pueden alterar el 

criterio que los TEA mantienen. 

 

El Consejo para la Defensa del 

Contribuyente estará formado por 16 

vocales, nombrados por el Ministro de 

Economía y Hacienda mediante la 
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correspondiente Orden ministerial, 

distribuidos de la forma siguiente: 

 

 Ocho representantes de sectores 

profesionales relacionados con 

el ámbito tributario en general 

(asesores fiscales, profesores de 

Universidad, etc.).  

 Tres representantes de los 

Departamentos y Servicios de la 

Agencia Estatal de 

Administración Tributaria  

 El Director del Servicio de 

Auditoría Interna de la AEAT.  

 Un representante de cada uno de 

los siguientes Centros 

Directivos: Dirección General 

de Tributos, Dirección General 

de Financiación Territorial, y 

Dirección General del Catastro.  

 Un representante de los 

Tribunales Económico 

Administrativos. 

 

El cargo de vocal del Consejo tendrá 

carácter no retribuido.  

 

La presentación telemática, es de 

reciente implantación . 

 

Las quejas y sugerencias que llegan 

normalmente al Consejo como en buena 

parte proceden de ciudadanos con bajo 

nivel de renta, según se deduce de los 

expedientes, sorprendidos por la 

complejidad del sistema fiscal, 

desorientados ante los planteamientos 

técnicos de los tributos y de su gestión, 

dubitativos ante las normas y los 

criterios de aplicación dialécticos con el 

sistema, desde su propia idea de justicia 

y quejosos ante una Administración que 

no siempre puede atenderlos 

debidamente.  

 

Repetimos que no es posible gestionar 

un sistema tributario moderno sin que 

las disposiciones aplicables, 

principalmente, a través de 

autoliquidaciones, sean bien 

comprendidas y asumidas por los 

contribuyentes que las practican y sin 

que exista un clima de mutua confianza 

entre la Administración gestora y los 

ciudadanos. Para ello la labor que el 

Consejo desarrolla es clave al transmitir 

a los órganos encargados de llevar a 

cabo tal gestión los problemas con los 

que se encuentra el ciudadano. 

 

 
Mag. Luis Carballo Balvanera

7 
 

 

El jueves 2 de julio del año en curso a 

las 10:00 am, conforme al programa 

oficial del evento tuve el honor de 

participar, con el tema denominado 

―Juicio en Línea en la Jurisdicción 

Administrativa Mexicana; exposición 

que en términos generales siguió el 

guión que se presenta. Y dio lugar a la 

ponencia complementaria a varias 

expuestas por otros integrantes del 

Seminario dentro del Quinto Bloque del 

Programa, denominado ―Las Nuevas 

Tecnologías y otras Propuestas para la 

Mejora de la Función Revisora‖, tales 

como la expuesta por Fabio Enrique 

Bordini Cruz, en representación del 

Tribunal de Impostor e Taxas de Sao 

Paulo en Brasil, sobre ―El Juicio 

Electrónico‖ en dicho Tribunal, la de  

Soledad Fernández Doctor, Presidenta 

del Tribunal Económico-Administrativo 

Central de Madrid, España, denominada 

―La Presentación de Reclamaciones por 

Internet y el Expediente Electrónico‖, y 

la de la Dra. Lourdes Chau Quispe del 

Tribunal Fiscal del Perú, referente a 

―Los Procedimientos Tributarios y su 

Automatización‖. 

 

                                                 
7
 Magistrado de la Junta de Gobierno y 

Administración del Tribunal Federal de Justicia 

Fiscal y Administrativa. 

JUICIO EN LINEA EN LA JURISDICCIÓN 

ADMINISTRATIVA MEXICANA 
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Sólo es de significado comentar que en 

la pausa de preguntas y respuestas, uno 

de los integrantes de la Delegación de 

España expresó sendos 

cuestionamientos a la explicación hecha 

del caso mexicano, por lo que se refiere 

a la denominación del juicio y en lo que 

atañe a su impacto económico-social, 

tomando en consideración el nivel 

socio-económico del común de la 

población de nuestro país.      

 

En relación con los cuestionamientos, la 

respuesta se refirió, en lo que toca a la 

cuestión semántica, de ser la 

denominación suficientemente 

descriptiva del desarrollo del juicio en 

una red electrónica y, en lo que atañe al 

impacto en las clases populares, de la 

confianza que, los legisladores y los 

responsables del programa dentro del 

Tribunal, tienen en que el juicio en línea 

constituya un medio de apertura de la 

jurisdicción administrativa, para un 

mayor acceso a la impartición de 

justicia en las dos disciplinas jurídicas 

competencia del Tribunal, además del 

significativo efecto integral en las 

labores cotidianas del referido órgano. 

 

 

I. Generalidades 

 

1.- Ubicación Constitucional y Material 

de la Jurisdicción Contenciosa 

Administrativa en México. 

 

a) La institución de amparo depositaria 

de la protección integral de las garantías 

individuales, competencia exclusiva del 

Poder Judicial Federal. 

 

b) El principio de definitividad del 

juicio de amparo. 

 

c) El carácter concentrado de este juicio 

que impide su difusión a otros 

instrumentos y órganos distintos del 

Poder Judicial Federal. 

 

d) Control de la legalidad de los actos  y 

resoluciones de la administración 

pública, respecto de la Federación; 

orden en el cual, 

 

e) Inicialmente sólo en la rama fiscal y 

actualmente a todas las demás 

especialidades y disciplinas jurídicas de 

la rama administrativa. 

 

f) La jurisdicción de lo contencioso 

administrativo comprende también al 

orden local de los Estados y, mediante 

una reforma de 1999, puede también 

extenderse hasta los Municipios del 

país, a eso se debe que hoy día existan 

tribunales de lo contencioso 

administrativo en 20 Estados 

aproximadamente, y que en el caso de la 

ciudad de México, exista un tribunal de 

esta naturaleza, reconocido 

directamente por la Constitución. 

 

En conclusión, por las razones 

expuestas, en México la jurisdicción 

contenciosa administrativa 

 

a) Es materialmente una jurisdicción 

concentrada al control de la legalidad de 

los actos y resoluciones administrativas. 

 

b) Es una jurisdicción ordinaria que 

examina en el fondo y en la forma la 

correcta emisión de los actos, en sus 

fases de ordenación y ejecución, así 

como en su formación, todas las etapas 

del procedimiento administrativo del 

cual emanó. 

 

c) No puede ser una jurisdicción 

terminal en el modelo clásico francés, 

seguido muy de cerca en América, por 

los modelos de Colombia y de Uruguay. 

 

d) No puede comprender el examen de 

garantías individuales, reservado al 
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Poder Judicial Federal, dado que no se 

permite el control difuso de éstas. 

 

e) La ubicación constitucional del 

órgano de la jurisdicción, derivado de la 

condicionante, de que debe ser éste 

dotado por la ley de la garantía ―de 

plena autonomía para dictar sus fallos‖, 

se encuentra fuera de los Poderes 

públicos, pero regido por los demás 

vínculos externos de éstos. 

 

2. Circunstancia Actual. 

 

En los últimos 10 años, la jurisdicción 

federal contencioso administrativa ha 

observado un notable impulso bajo una 

tendencia notoriamente garantista la de 

protección a los derechos subjetivos de 

los contribuyentes y, en general, de los 

administrados. 

 

Sólo ensombrecida por una reacción 

contraria que menciono como ejemplo 

de una cuestión importante a considerar 

por seminarios como el presente, me 

refiero a la posibilidad de que estos 

tribunales se conviertan en impostores 

de sanciones (2006). 

 

Las corrientes garantistas han ido 

abandonando el terreno de lo fiscal, 

apreciándose en nuestro país, diversas 

manifestaciones que ilustran 

suficientemente esa afirmación, cabría 

recordar los avances que se han logrado 

con tres ordenamientos de singular 

importancia; la Ley Federal de 

Responsabilidad Patrimonial , de 30 de 

diciembre de 2004; la Ley Federal de 

Derechos del Contribuyente, de 17 de 

junio de 2005 y la Ley de la 

Procuraduría de la Defensa del 

Contribuyente, de 29 de agosto de 2006. 

 

Sendos ejemplos, complementarios con 

las novedades normativas en el 

procedimiento contencioso 

administrativo, en la organización 

jurisdiccional y en la estructura de 

funcionamiento interno de la 

jurisdicción administrativa ordinaria de 

la Federación, contenida en la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, de 28 de noviembre de 

2005 y la Ley Orgánica del Tribunal 

Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa, de 5 de diciembre de 

2007, son muestra elocuente de la 

tendencia a actualizar todo un sistema 

de derechos de los contribuyentes y 

demás obligados fiscalmente, 

complementados por la paralela garantía 

jurisdiccional, en el plano de legalidad. 

 

3.- A todo lo anterior se ha venido a 

sumar las recientes reformas a estos dos 

últimos ordenamientos para el 

establecimiento del juicio en línea 

electrónico como una modalidad frente 

al juicio tradicional, publicada en el 

Diario Oficial de la Federación de 12 de 

junio pasado. 

 

Esta modalidad debe significar una 

mayor apertura de la impartición de 

justicia y una simplificación en el 

procedimiento y en las formalidades de 

las notificaciones. 

 

a) Antecedentes 

 

Varios factores han coincidido para el 

impulso de esta iniciativa, pero dentro 

de ellos destacan principalmente: 

 

1º El crecimiento ―exponencial‖ de 

demandas nuevas y las reducidas 

alternativas para atenderlas con eficacia. 

 

2º.- A la circunstancia de que el 

crecimiento a través de nuevas Salas es 

un proceso limitado. 

 

 

Hasta el momento el tribunal cuenta con 

41 Salas Regionales compuestas de 3 

Magistrados cada una, además 5 

Magistrados Supernumerarios y 13 

Magistrados de Sala Superior. 

 

 

Juicio en línea en la jurisdicción contenciosa administrativa 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

   33 

  
 

 

 



 

Hay dos nuevas Salas en proceso, al 

término del cual, se tendrán 43 Salas 

Regionales y una estructura como sigue: 

 

1.- Sala Superior de 11 que funciona en 

Pleno o en 2 Secciones. 

 

2.- Una Junta de Gobierno y 

Administración por cinco Magistrados 

 

3.- 42 Salas Regionales con 

competencia genérica. 

 

4.- 1 Sala Especializada en Asuntos de 

Propiedad Industrial. 

 

5.- 3 Magistrados Supernumerarios para 

cubrir ausencias temporales superiores a 

1 mes. 

 

3º.- La duración de los juicios se ha 

extendido por diferentes razones, por lo 

que a pesar de que el número de 

expedientes concluidos anualmente 

aumenta, el inventario de expedientes 

en trámite también crece por lo que se 

estima que el promedio de duración de 

un juicio es actualmente de 350 días en 

promedio. 

 

4º.- El Sistema Integral de Control de 

Juicios, que data de más de 15 años, se 

ha mantenido actualizado con la actual 

plataforma electrónica, pero exige 

avanzar a un escenario más completo de 

control a fin de transitar del actual, que 

comprende: 

 

a) Control y seguimiento de cada 

expediente. 

 

b) Elaboración de los autos, 

resoluciones y sentencias interlocutorias 

y definitivas, según formatos uniformes. 

c) Acceso a consulta de bases de datos 

de compilación internos y externos de 

Jurisprudencia, doctrina y legislación. 

 

d) Estadísticas de operación. 

 

e) Comunicación en red telefónica y 

electrónica nacional. 

 

f) Control de la gestión administrativa 

del Tribunal. 

 

g) Grabación simultánea y edición de 

las sesiones públicas de la Sala Superior 

y de las Secciones. 

 

Y pasar a otro que adiciones a lo 

anterior los sistemas de: 

 

h) Juicio en línea 

 

i) Control de desempeño de los 

integrantes de los Sistemas de Carrera, 

Jurisdiccional y Administrativo del 

Tribunal. 

 

j) Impartición electrónica de Cursos del 

Instituto de Estudios sobre Justicia 

Fiscal y Administrativa. 

 

k) Supervisión por los Visitadores  de 

las Salas Regionales. 

 

4.- Sistema de Juicio en Línea 

 

La fase en la que nos encontramos es la 

de establecimiento legal del Sistema 

como condición formal que vincule 

jurídicamente a todos los factores y 

actores participantes de la jurisdicción 

contencioso administrativa. 

 

Se ha incorporado el Capítulo X al 

Titulo II de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso 

Administrativo, con lo cual se regula de 

manera específica la tramitación del 

juicio en medios electrónicos. 

 

Lo más relevante de la nueva regulación 

permite identificar los siguientes 

principios y características. 

 

a) Es un sistema optativo para los 

particulares y de ser elegido por éstos, 

BOLETÍN A.I.T 

 

34 



resulta obligatorio para el Tribunal y 

para las autoridades como partes en el 

juicio. 

 

¿Cómo funciona este principio? Se 

aplica la opción por los particulares en 

los supuestos siguientes: 

 

a’).- el actor 

  

b´).- el tercero 

 

c´).- los casos de acumulación 

 

En el caso de juicio de lesividad, el 

particular demandado, podrá ejercer la 

opción al contestar la demanda. 

 

b) Es integral, dado que abarca todas las 

etapas del proceso y comprende todas 

las figuras e instituciones procesales 

regulares y sólo exceptuado el trámite 

en el caso de amparo y revisión. 

 

c) Es garantizado por el tribunal en su 

autenticidad, seguridad, inalterabilidad, 

integridad y durabilidad. 

 

 

d) Es de uso exclusivo por las partes, 

delegados y autorizados previamente y 

conforme a las reglas de control de 

acceso. 

 

e) Complementado por los lineamientos 

que expida el Tribunal. 

 

f) Atribución de responsabilidad por el 

uso de los titulares de la firma 

electrónica avanzada, clave de acceso y 

contraseña, por lo que toda 

consecuencia en el juicio les será 

aplicable, con presunción legal, salvo 

que se acrediten fallas en el sistema. 

 

g) El Secretario de Acuerdos es el 

responsable de la certificación de 

actuaciones mediante la firma 

electrónica avanzada y la digitalización 

de las constancias, así como para 

garantizar el resguardo de los originales. 

 

h) Las notificaciones por correo 

electrónico y constancia de minuta 

electrónica, envío de un aviso y 

constancia por acuse de recibo 

electrónico. 

 

i) Las pruebas se digitalizan y se 

resguardan en su caso los originales; 

también las constancias e que reciban 

otras pruebas, procesando en la 

testimonial el método de la video 

conferencia. 

 

j) La regulación de plazos se hace por 

precisión de las horas hábiles para 

promover y días en que se tienen por 

presentadas dichas promociones. 

 

k) Las sanciones para quien atente 

contra la seguridad del sistema. 
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